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I. NOVEDADES NORMATIVAS.

Continuamos con la sequía legislativa puesta de manifiesto en otros informes.

Merece mención especial a la publicación de una Ley del patrimonio cultural de Galicia, la Ley andaluza que modifica a la de Ordenación Urbanística de Andalucía para incorporar medidas urgentes en relación con las edificaciones construidas sobre parcelaciones urbanísticas en suelo no urbanizable, así como balear de evaluación ambiental. También se han dictado algunas normas sobre espectáculos públicos y actividades recreativas o medidas para evitar la exclusión social.

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

C) GALICIA

- Ley 5/2016, de 4 de mayo, del patrimonio cultural de Galicia. (DOG núm. 92, de 16 de mayo).

Esta norma, como todas las leyes sobre protección del patrimonio cultural que han dictado las CC. AA. regula la clasificación, declaración y catalogación de los bienes del patrimonio cultural de Galicia.

Destaca la incorporación, junto con el entorno de protección de los monumentos, zonas arqueológicas y otros bienes declarados de interés cultural o catalogados, la llamada “zona de amortiguamiento”. De creación facultativa, puede delimitarse alrededor de los bienes inmuebles declarados de interés cultural o catalogados y, en su caso, de sus correspondientes entornos de protección, con el objeto de reforzar su protección y sus condiciones de implantación en el territorio. 

Será la declaración de interés cultural o la catalogación del bien la que determine el régimen de limitaciones o condicionantes en esta zona de amortiguamiento, sin que esto suponga su calificación como bien declarado o catalogado. En caso de que se delimite esta zona, deberá hacerse explícitamente para cada bien “concretando las actividades, dotaciones, instalaciones o infraestructuras que, por su potencial afección a sus valores culturales, requieran la autorización previa para su ejecución de la consejería competente en materia de patrimonio cultural”, si bien remite a desarrollo reglamentario la fijación de los criterios de delimitación de estas áreas de amortiguamiento.

Para la delimitación de estas áreas se tendrán en cuenta las condiciones de visibilidad y perspectiva del bien, así como otros aspectos o atributos que sean funcionalmente significativos para la protección de los valores culturales de los bienes en relación con el territorio.

En la regulación del régimen específico de las intervenciones en zonas de amortiguamiento, el art. 47 exige autorización previa para determinadas intervenciones tales como grandes explotaciones agrícolas, actividad extractiva, instalaciones de industria energética, siderúrgica, etc… infraestructuras de transporte o comunicación, grandes infraestructuras hidráulicas, etc. 

Respecto al régimen de protección y conservación del patrimonio cultural de Galicia, el art. 34 alude a los planes, programas y proyectos con incidencia sobre el territorio. Sobre este particular, se exige informe de la consejería competente en materia de patrimonio cultural de todos los planes, programas y proyectos relativos a ámbitos como el paisaje, el desarrollo rural o las infraestructuras o cualquier otro que pueda suponer una afección al patrimonio cultural de Galicia por su incidencia sobre el territorio, informe que establecerá las medidas protectoras, correctoras y compensatorias que considere necesarias para la salvaguarda del patrimonio cultural afectado.

Lo mismo ocurre con los planes, programas o proyectos sometidos a un procedimiento de evaluación ambiental, en cuyo caso las condiciones y conclusiones del informe se incluirán en los resultados del informe ambiental que corresponda.

Otro tanto ocurre con los instrumentos de ordenación del territorio y de planeamiento urbanístico. Los proyectos deberán contemplar las medidas necesarias para la salvaguarda de los bienes culturales existentes y la incorporación integrada a sus previsiones. El informe de la consejería competente en patrimonio cultural se solicitará después de la aprobación inicial y será emitido en 3 meses. El silencio administrativo opera en sentido positivo.

No es preceptivo este informe en caso de instrumentos de planeamiento urbanístico de desarrollo parcial de ámbitos limitados en los que la administración local respectiva certifique la constancia de la inexistencia de bienes integrantes del patrimonio cultural de Galicia basada en informes previos, con una antigüedad inferior a cinco años, de la consejería competente en materia de patrimonio cultural relativos a otros planes, programas y proyectos que afecten a la totalidad del ámbito que se pretende ordenar e incluyan un estudio completo del patrimonio cultural.

A la protección del patrimonio cultural en el planeamiento urbanístico se refiere el art. 35 y prevé que los instrumentos de planeamiento urbanístico incluyan necesariamente en su catálogo todos los bienes inmuebles del patrimonio cultural, tanto los inscritos en el Registro de Bienes de Interés Cultural de Galicia como en el Catálogo del Patrimonio Cultural de Galicia situados en el ámbito territorial que desarrollen, en el momento de la aprobación inicial de la figura de planeamiento, como aquellos que indique motivadamente la consejería competente en materia de patrimonio cultural o la entidad local correspondiente, estén o no incorporados en el censo.

La propuesta de ordenación prevista en los instrumentos de planeamiento urbanístico garantizará la salvaguarda de los valores culturales de los bienes del patrimonio cultural, su integración con las previsiones establecidas en sus delimitaciones, entornos de protección y zonas de amortiguamiento, en su caso, así como su función en el cumplimiento de los objetivos de desarrollo sostenible, y el respeto a la toponimia oficialmente aprobada.

El planeamiento urbanístico debe establecer un régimen específico que garantice la protección de los valores culturales de los bienes inmuebles incluidos en su catálogo, con una información detallada y unas ordenanzas específicas que regulen las actividades y las intervenciones compatibles con dichos valores culturales; sin perjuicio de la posibilidad de que el plan general remita a un plan especial de protección.

La declaración de interés cultural o la catalogación de cualquier bien inmueble obligan a los ayuntamientos a su incorporación en el plan general de ordenación urbana y a establecer las determinaciones específicas para su régimen de protección y conservación.

Como destacado hay que mencionar la regulación que el Título VI realiza de ‘los Caminos de Santiago’. Aparte de declarar bienes de interés cultural las rutas de los Caminos de Santiago que sean incluidas en la lista del Patrimonio Mundial de la Unesco, con el régimen de protección que ello conlleve, dispone que la aprobación definitiva de la delimitación de la traza y del territorio histórico de cualquier ruta de los Caminos de Santiago obligará a los ayuntamientos en cuyo territorio se localiza a incorporarla a sus instrumentos de planeamiento urbanístico y a establecer las determinaciones específicas para su régimen de conservación.

La ley regula una serie de usos y actividades prohibidas en los Caminos de Santiago. Además de prohibir el tráfico rodado de vehículos de motor, salvo excepciones muy concretas, en el ámbito de tres metros a ambos lados de la traza a partir de su línea exterior se prohíbe la tala generalizada de arbolado frondoso autóctono, la acampada colectiva o individual y la plantación de especies forestales alóctonas. Además, en los tramos no urbanos, se prohíbe cualquier tipo de actividad constructiva, excepto las necesarias para el acondicionamiento, la conservación o la protección de los Caminos de Santiago o las que respondan a las características tradicionales del ámbito por el que discurren. 

Excepcionalmente, mediante resolución expresa de la consejería competente en materia de patrimonio cultural, podrán autorizarse edificaciones compatibles formal, ambiental y funcionalmente con el valor cultural de los Caminos.

Asimismo, la ley prohíbe en el ámbito delimitado del territorio histórico de los Caminos de Santiago las explotaciones mineras y las canteras, las instalaciones para la gestión de residuos y vertederos, provisionales o definitivos, la publicidad o los carteles en tramos no urbanos que excedan de la finalidad meramente indicativa para la localización de servicios o establecimientos.

La ocupación provisional e indispensable de algún tramo de los Caminos de Santiago

La aprobación de la delimitación de los Caminos de Santiago lleva implícita la declaración de interés social y la de necesidad de ocupación de los bienes y adquisición de derechos para los fines de expropiación forzosa, de ocupación temporal o de imposición o modificación de servidumbres tanto de los tramos necesarios para la funcionalidad de la traza como de los bienes localizados en su ámbito delimitado necesarios para la conservación, protección o servicio del Camino.

La ley faculta para arbitrar procedimientos de reordenación de la propiedad o de expropiación forzosa con el objetivo de establecer paulatinamente accesos a parcelas y viviendas que eviten la utilización de tramos de los Caminos por el tráfico rodado.

El incumplimiento de las obligaciones y prohibiciones previstas en la ley implicará la declaración de interés social para aplicarle, en su caso, la expropiación forzosa de los bienes.

La efectiva protección de los Caminos de Santiago requiere la aprobación de un plan territorial integrado de los Caminos de Santiago que establezca las líneas generales del mantenimiento y conservación de sus valores culturales y que garantice una ordenación del territorio armoniosa e integrada con ellos. El desarrollo de este plan integral podrá realizarse por cualquier instrumento de planificación urbanística o de ordenación del territorio que resulte más ajustado para establecer los criterios, las condiciones y el régimen de protección.

El objetivo principal del Plan territorial integrado de los Caminos de Santiago es la conservación general del carácter de los territorios históricos, manteniendo sus características tradicionales. Las modificaciones de su estructura serán excepcionales y deberán ser justificadas.

Una vez aprobado el Plan Territorial Integrado de los Caminos de Santiago, los ayuntamientos por los que discurre el territorio histórico deberán adaptar el planeamiento general a sus previsiones. Después de la adaptación, los ayuntamientos por los que discurren los Caminos de Santiago estarán habilitados para autorizar las intervenciones que se realicen en su ámbito, salvo las que afecten a las propias trazas de los Caminos y a sus elementos funcionales, así como las que afecten a los bienes singulares declarados de interés cultural dentro de su ámbito, a los bienes integrantes del patrimonio artístico o arqueológico, a los que sean de titularidad de la Iglesia católica y a las actuaciones de salvaguarda que promueva la consejería competente en materia de patrimonio cultural, que corresponderán a la consejería competente en materia de patrimonio cultural.

Los ayuntamientos tienen obligación de comunicar a la consejería competente en materia de patrimonio cultural las autorizaciones y las licencias concedidas conforme a esta habilitación, de manera trimestral.

También hay que tener en cuenta el Decreto 143/2016, de 22 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia (DOG núm. 213, de 9 de noviembre), que es mero desarrollo de lo dispuesto en la D. F. 5ª de la Ley del Suelo gallega.

D) ANDALUCÍA

- Ley 6/2016, de 1 de agosto, por la que se modifica la Ley 7/2012, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía para incorporar medidas urgentes en relación con las edificaciones construidas sobre parcelaciones urbanísticas en suelo no urbanizable. (BOJA núm. 150, de 5 de agosto). 

Se introduce modificaciones en diversos artículos de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía que se refieren al régimen jurídico de las parcelaciones en suelo no urbanizable.

Mantiene la prohibición de parcelaciones urbanísticas en suelo no urbanizable y considera nulos de pleno derecho los actos administrativos que las autoricen. En el supuesto de que estas parcelaciones sean ilegales por inexistencia de tales actos administrativos, las parcelaciones urbanísticas “tendrán las consecuencias previstas en el ordenamiento jurídico aplicable”.

En lo que a la reposición de la realidad física alterada, en el caso de parcelaciones urbanísticas en suelo no urbanizable, el restablecimiento del orden jurídico perturbado se llevará a cabo mediante la reagrupación de las parcelas a través de una reparcelación forzosa, si bien la modificación excluye de la reagrupación a las parcelas sobre las que existan edificaciones aisladas de uso residencial para las que haya transcurrido el plazo para el ejercicio de la potestad de protección de la legalidad urbanística, esto es, 6 años siguientes a su completa terminación. Esta excepción sólo es aplicable a la parcela concreta sobre la que se encuentre la edificación, no al resto de parcela o parcelas objeto de la parcelación. Tampoco es aplicable si los suelos son no urbanizables de especial protección, incluidos en la zona de protección del litoral, bienes o espacios catalogados, etc.

En estos supuestos de exclusión, se aplica “el régimen de asimilado al de fuera de ordenación establecido en el párrafo tercero del artículo 34.1.b), con las particularidades recogidas en la disposición adicional decimoquinta de la presente ley, siempre que la parcelación urbanística no tenga la condición de asentamiento urbanístico”.

Se añade una nueva D. A. 15ª que establece un régimen complementario del reconocimiento de asimilación al régimen de fuera de ordenación aplicable a las edificaciones aisladas de uso residencial situadas en una parcelación urbanística en suelo no urbanizable para las que haya transcurrido la limitación temporal de restablecimiento del orden infringido y concurren los requisitos previstos para exceptuar de la reagrupación de fincas. Este reconocimiento del régimen asimilado al fuera de ordenación para estas edificaciones residenciales tiene una serie de particularidades:

1. Comprende solamente la edificación y la parcela sobre la que se ubica, cuya superficie, en el supuesto de dos o más edificaciones en una misma parcela registral o, en su defecto, catastral, coincidirá con las lindes existentes.

2. La declaración de asimilación al régimen de fuera de ordenación surte los efectos de la licencia urbanística exigida por el artículo 25.1.b) de la Ley 19/1995, de 4 de julio, de Modernización de las Explotaciones Agrarias, y queda sujeta a la caducidad prevista para las licencias de parcelación o declaraciones de innecesariedad en el artículo 66 de la presente ley, debiendo constar reflejados estos extremos en la misma declaración de reconocimiento de asimilación al régimen de fuera de ordenación.

3. Las edificaciones deberán reunir las condiciones mínimas en materia de seguridad, salubridad, habitabilidad y calidad de las construcciones y edificaciones, y también en materia de protección del patrimonio urbanístico, arquitectónico, histórico, cultural, natural o paisajístico. 

La Ley establece un plazo de dos años desde su entrada en vigor para que los municipios que no lo hayan hecho inicien el procedimiento para la identificación de las edificaciones aisladas en suelo no urbanizable, facultando a la consejería competente en materia de urbanismo para sustituir la actividad municipal en el caso de que, transcurrido el plazo anterior no se haya iniciado el procedimiento o iniciado no se haya concluido.

La Ley establece también medidas para garantizar el acceso a la información urbanística de la ciudadanía y respecto de los costes derivados de la regularización de estas edificaciones dispone que serán asumidos por las personas jurídicas o físicas beneficiarias de la medida de regularización, si bien “se afrontarán desde los principios de igualdad, equidad, proporcionalidad, legalidad y seguridad jurídica”.

Se faculta a los municipios para que, excepcionalmente, doten a las edificaciones existentes en suelo no urbanizable que constituyan vivienda habitual de los propietarios de acceso provisional a los servicios básicos de electricidad y agua, siempre y cuando tales edificaciones se encuentren terminadas y en uso, el acceso a dichos servicios sea viable técnica y económicamente y reúnan las condiciones adecuadas de seguridad, salubridad y sostenibilidad. Este acceso provisional es como máximo de dos años, excepto que se les reconozca el régimen de asimilados al régimen de fuera de ordenación.

Asimismo, la D. A. 5ª de la Ley 6/2016 regula el régimen de los asentamientos urbanísticos existentes en suelo no urbanizable que se incorporan al planeamiento urbanístico y, cuando se redacte la revisión total o parcial del PGOU, obliga a los ayuntamientos a incorporar a la ordenación urbanística los terrenos correspondientes a los asentamientos urbanísticos existentes en el suelo no urbanizable de su término municipal que, por el grado de consolidación o por su integración con los núcleos urbanos existentes, resulten compatibles con el modelo urbanístico y territorial del municipio, mediante su clasificación como suelo urbano no consolidado o como suelo urbanizable, sectorizado u ordenado, según corresponda, de acuerdo con su grado de consolidación por la edificación, servicios urbanísticos existentes, su situación de hecho, las características del territorio al que afecten y demás circunstancias y requisitos que concurran en dichos asentamientos.

La efectiva incorporación al proceso urbanístico de estos asentamientos urbanísticos se realizará mediante el cumplimiento de los deberes y las cargas que el instrumento de planeamiento contenga, en la forma y plazos que este establezca y los titulares de terrenos y edificaciones situados en asentamientos urbanísticos que se incorporen al PGOU estarán sometidos al régimen de derechos y deberes establecidos por la ley, en función de la clase y categoría de suelo que dicho instrumento de planeamiento les atribuya, esto es, están obligados a iniciar y promover la transformación de los terrenos mediante su urbanización, costear y, en su caso, ejecutar la urbanización y las infraestructuras exteriores necesarias para dotar al asentamiento de los requisitos y servicios urbanísticos necesarios para que dichos terrenos adquieran las condiciones para su consideración como suelo urbano consolidado.

El cumplimiento del deber de urbanizar podrá realizarse de forma progresiva, mediante la recepción total o parcial de la urbanización y la puesta en servicio de las distintas infraestructuras necesarias. 

En el supuesto de parcelas que carezcan de edificación o que, aun existiendo dicha edificación, éstas no se encuentren terminadas y/o carezcan de las condiciones necesarias de seguridad y salubridad para su utilización, se podrá conceder licencia de obras de edificación, de forma simultánea a la urbanización, sin perjuicio de que la garantía exigida para la ejecución de las obras de urbanización pendientes, en proporción a su participación, no comprenda la totalidad de la urbanización, sino aquella parte de ésta susceptible de recepción parcial independiente.

La recepción parcial de las obras de urbanización habilitará la concesión de la correspondiente licencia de ocupación y/o utilización.

En el caso de parcelas con edificación terminada y con las condiciones de seguridad y salubridad necesarias para su utilización, si dicha edificación se ajusta a las determinaciones urbanísticas de aplicación, y, atendiendo a la realidad de hecho de estas actuaciones irregulares en las que existe una efectiva ocupación del territorio, se podrá autorizar el uso provisional de la misma, de forma anticipada a la recepción, parcial o total, de la urbanización, siempre que se hayan ejecutado los servicios necesarios que garanticen su uso. Esta licencia provisional de uso exige la tramitación del oportuno expediente municipal y tendrá un plazo de validez equivalente al plazo máximo de terminación de las obras restantes de la urbanización que permitan su recepción, ya sea total o parcial. Esta licencia provisional es título suficiente para la contratación de los servicios por las empresas suministradoras.

También cabe mencionar la publicación del Decreto 141/2016, de 2 de agosto, por el que se regula el Plan de Vivienda y Rehabilitación de Andalucía (BOJA núm. 151, de 8 de agosto).

Distingue unas disposiciones en materia de vivienda y otras disposiciones en materia de rehabilitación.

En las primeras incluye los programas de vivienda protegida en régimen especial, de régimen general y de precio limitado, tanto para venta como alquiler. También incluye programas de fomento del alquiler, programas de intermediación y programas de alquiler de edificios de viviendas deshabitadas. Añade, igualmente, varias medidas de carácter habitacional, que incluyen el programa de viviendas protegidas en régimen de autoconstrucción, el programa de permutas protegidas de vivienda y bolsa de oferta de viviendas, programas de incorporación de viviendas al parque público residencial autonómico.

En materia de rehabilitación prevé varios tipos de medidas:

· Medidas para la eliminación de la infravivienda, que incluye los programas de transformación de infravivienda y de actuaciones públicas convenidas para la eliminación de infravivienda.

· Medidas sobre rehabilitación residencial, que incluye 5 programas: los programas de rehabilitación autonómica de edificios, de rehabilitación autonómica de viviendas, de adecuación funcional de viviendas, de rehabilitación energética del parque público residencial y actuaciones de rehabilitación singular.

· Medidas de rehabilitación urbana, que incluye:

· La creación de áreas de rehabilitación integral con el objeto de fomentar, coordinar y desarrollar actuaciones integrales de rehabilitación, regeneración y renovación urbana, en ámbitos urbanos centrales o periféricos sujetos a procesos de segregación y graves problemas habitacionales que afectan a sectores de población en riesgo de exclusión social.

· El programa de regeneración del espacio público y

· El programa de rehabilitación de edificios públicos.

J) ARAGÓN

- Ley 5/2016, de 2 de junio, de modificación de las Leyes 12/2001, de 2 de julio, de la Infancia y la Adolescencia en Aragón, y 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos de la C. A. de Aragón. (BOA núm. 115, de 16 de junio).

Su art. 2 modifica la regulación que sobre la protección del menor incluye el art. 32 de la Ley 11/2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos de la Comunidad Autónoma de Aragón.

En concreto, mantiene la prohibición de entrada y permanencia en salas de fiestas, discotecas, salas de baile y pubs a los menores, si bien exceptúa de esta limitación dos supuestos:

a) las salas con autorización de sesiones para menores de edad, o salas de juventud, en las que se permitirá la entrada y permanencia de mayores de catorce años y menores de dieciocho, conforme a los requisitos establecidos reglamentariamente.

b) los menores que vayan acompañados de sus padres o de quienes les sustituyan en el ejercicio de las funciones propias de la patria potestad o autoridad familiar como a los mayores de dieciséis años -en ambos casos, exclusivamente durante las actuaciones en directo de un espectáculo público- siempre que se encuentren debida y visiblemente identificados, al objeto de garantizar la prohibición de adquirir y consumir bebidas alcohólicas, tabaco u otras drogas, con la obligación de abandonar el establecimiento al finalizar la actuación en directo.

También se dictó una Orden ECD/791/2016, de 7 de julio, por la que se establece el currículo del título Técnico Superior en Organización y Control de Obras de Construcción para la C. A. de Aragón. (BOA núm. 148, de 2 de agosto).

OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS:

H) REGIÓN DE MURCIA

- Ley 9/2016, de 2 de junio, de medidas urgentes en materia de espectáculos públicos en la C. A. de la Región de Murcia. (BORM núm. 130, de 6 de junio).

Las informaciones aportadas por los agentes de la autoridad que hubieren presenciado los hechos y que se formalicen en documento público observando los requisitos legales pertinentes, constituyen ase suficiente para adoptar la resolución que proceda.

Son sujetos responsables de las infracciones administrativas que regula esta Ley las personas físicas o jurídicas que incurran en las acciones u omisiones tipificadas en la misma. Si existe una pluralidad de responsables a título individual y no fuera posible determinar el grado de participación de cada uno en la realización de la infracción, la responsabilidad es solidaria.

Únicamente distingue entre infracción leve e infracción grave. Se tipifica como leve “la apertura o el cierre de establecimientos públicos o la celebración de espectáculos públicos o actividades recreativas fuera del horario establecido o autorizado” y como grave “la comisión en el término de un año de una tercera infracción leve por la apertura o el cierre de establecimientos públicos o la celebración de espectáculos públicos o actividades recreativas fuera del horario establecido o autorizado, cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía administrativa”.

Las infracciones leves prescribirán en el plazo de seis meses y las graves al año. El plazo de prescripción de infracciones comienza a contar desde la fecha de la comisión del hecho que constituye la infracción o desde la finalización de la actividad o la del último acto en que la infracción se consume, en el caso de las infracciones continuadas.

La prescripción se interrumpe por la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento sancionador, reanudándose el plazo de prescripción si el expediente sancionador estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable al presunto responsable.

La comisión de una infracción grave se sancionará con multa de 1.001 a 12.000 euros y, de una leve, con multa de 200 a 1.000 euros. En el caso de las infracciones graves también podrá imponerse la suspensión temporal de las licencias o autorizaciones o permisos, hasta seis meses o la clausura de locales o establecimientos, hasta seis meses; si bien en caso de reincidencia, la suspensión y clausura podrá ser de hasta dos años.

Las sanciones por infracciones leves prescribirán al año y por infracciones graves a los dos años. El plazo de prescripción de las sanciones comienza a contar desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción y se interrumpe con el inicio del procedimiento de ejecución, con conocimiento del interesado.

Tanto si son graves como leves, la competencia para la imposición de sanciones corresponde a la dirección general competente en materia espectáculos públicos.

K) CASTILLA-LA MANCHA

- Ley 3/2016, de 5 de mayo, de medidas administrativas y tributarias de Castilla-La Mancha. (DOCM núm. 91, de 11 de mayo).

La Ley incluye una serie de medias sobre ordenación del territorio y urbanismo que modifican el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo.

En concreto, en lo que respecta a las condiciones para la materialización del uso en edificación que prevea en suelo rústico de reserva, mantiene la regulación anterior en la que estaba previsto que debía asegurarse, como mínimo, la preservación del carácter rural de esta clase de suelo y la no formación en él de nuevos núcleos de población, así como la adopción de las medidas que sean precisas para proteger el medio ambiente y asegurar el mantenimiento de la calidad y funcionalidad de las infraestructuras y los servicios públicos correspondientes.

En orden a considerar cuando existía riesgo de formación de nuevo núcleo de población, se establecían dos posibilidades:

- desde que aparece una estructura de la propiedad del suelo consistente en más de tres unidades rústicas aptas para la edificación que pueda dar lugar a la demanda de los servicios o infraestructuras colectivas innecesarias para la actividad de explotación rústica o de carácter específicamente urbano.

- cuando se propongan edificaciones a una distancia menor de 200 metros del límite del suelo urbano o urbanizable. 

En la legislación actual, añade a lo anterior que el suelo cuente con un Programa de Actuación Urbanizadora aprobado. Aun en este caso, también prevé varias excepciones: las estaciones aisladas de suministro de carburantes, la ampliación de instalaciones industriales y productivas ya existentes (que ya estaba prevista en el régimen anterior) y cuantos otros se establezcan reglamentariamente, lo que supone la ampliación de las posibilidades de usos en suelo no urbanizable previstos por decreto y no en la ley.

Otra de las modificaciones afecta al informe de evaluación del edificio.

A diferencia de la regulación anterior, la inspección dirigida a determinar el estado de conservación de un inmueble (o siguiendo la normativa estatal, el Informe de Evaluación del Edificio), que tienen que encargar los propietarios de toda construcción o edificación catalogada o protegida, y los de las edificaciones de antigüedad superior a 50 años deberán encomendar a un técnico facultativo competente, cada cinco años, la realización de una inspección dirigida a determinar el estado de conservación. ya no se realiza cada 5 años , sino cada 10 años.

El contenido de los informes técnicos debe ajustarse al que exija la normativa estatal y autonómica, y en la descripción se incluye, además de lo previsto en la regulación anterior, la evaluación de las condiciones básicas de accesibilidad y el grado de eficiencia energética del edificio.

Asimismo, se añade que la eficacia a efectos administrativos de los informes técnicos requerirá tanto su inscripción en el Registro Autonómico habilitado al efecto como su presentación ante el municipio correspondiente, a diferencia de la regulación anterior que exigía visado colegial y la presentación en plazo de copia de los mismos en el municipio.

Finalmente, se añade una nueva disposición transitoria décima que incluye una regla temporal de aplicación excepcional de la reserva mínima de suelo para vivienda protegida, en aplicación de lo previsto en el apartado segundo de la disposición transitoria primera del texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre.

- Decreto 38/2016, de 27 de julio, por el que se modifica el Decreto 71/2014, por el que se regula el Plan de Fomento del Alquiler de Viviendas, la Rehabilitación Edificatoria y la Regeneración y Renovación Urbanas 2013-2016 de Castilla-La Mancha. (DOCM núm. 147, de 28 de julio).

El art. 34 del decreto regula el Programa de Fomento de la rehabilitación edificatoria, que tiene por objeto la financiación de la ejecución de obras y trabajos de mantenimiento e intervención en las instalaciones fijas y equipamiento propio, así como en los elementos y espacios privativos comunes, de los edificios de tipología residencial colectiva, que cumplan los requisitos previstos en el decreto.

El apartado 2ºdel art. 34 excepcionalmente admite en este Programa edificios de tipología residencial colectiva y viviendas (antes sólo se refería a edificios de viviendas) que, sin cumplir las condiciones exigidas, cumplan alguna de las condiciones siguientes:

a) Presenten graves daños estructurales o de otro tipo, que justifiquen su inclusión en el Programa.

b) Estén habitadas por alguna persona con discapacidad o mayor de 65 años, siempre que las actuaciones vayan dirigidas a realizar los ajustes razonables en materia de accesibilidad. Esta causa también es una novedad.

c) Tengan íntegramente como destino el alquiler, durante, al menos 10 años a contar desde la recepción de la ayuda, debiendo hacer constar la fecha de la recepción de la ayuda en el Registro de la Propiedad.

La modificación del art. 38 supone el aumento de la cuantía máxima de la subvención que pasa, en todo caso, a 2.500€ independientemente de que se trate de obras de conservación, mejora de la calidad y sostenibilidad o mejora de la accesibilidad. En este último caso, si el edificio o la vivienda es habitado por mayores de 65 años, la cuantía máxima puede llegar a 7.500 €.

La cuantía máxima de las subvenciones a conceder por vivienda no podrá superar el 50% del coste subvencionable de la actuación. No obstante y de manera excepcional en el caso de actuaciones para la mejora de la accesibilidad y sólo, en la partida correspondiente a la accesibilidad, se podrá llegar al 65%.

Las cuantías pueden incrementarse en un 10% cuando se trate de edificios y/o viviendas declarados Bienes de Interés Cultural, catalogados o que cuenten con protección integral en el instrumento de ordenación urbanística correspondiente.

La cuantía máxima de las subvenciones a conceder por vivienda no podrá superar el 50% del coste subvencionable de la actuación, si bien, de manera excepcional en el caso de actuaciones para la mejora de la accesibilidad, y sólo en la partida correspondiente a la accesibilidad, se podrá llegar al 70%.

N) EXTREMADURA

- Ley 4/2016, de 6 de mayo, para el establecimiento de un régimen sancionador en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas en la C. A. de Extremadura. (DOE núm. 87, de 9 de mayo).

Esta Ley, que regula el régimen jurídico sancionador en materia de espectáculos y actividades recreativas abiertos al público, reconoce como base suficiente para adoptar la resolución que proceda, salvo prueba en contrario, las informaciones aportadas por los agentes de la autoridad que hubieren presenciado los hechos y que se formalicen en documento público observando los requisitos legales pertinentes, previa ratificación en el caso de haber sido negados por los inculpados.

En orden a la responsabilidad, reconoce la responsabilidad solidaria en caso de que “exista una pluralidad de responsables a título individual y no fuera posible determinar el grado de participación de cada uno en la realización de la infracción”. También prevé la responsabilidad solidaria de los titulares de los establecimientos públicos y los organizadores o promotores de espectáculos públicos y actividades recreativas, de las infracciones administrativas reguladas que se cometan en los mismos, por quienes intervengan en el espectáculo o actividad, y por quienes estén bajo su dependencia, cuando incumplan el deber de prevenir la infracción, así como de permitir o tolerar la comisión de dichas infracciones por parte del público o usuario.

Lo mismo ocurre en el caso de que se haya producido un cambio de titular del establecimiento público y no se sin formalización del preceptivo cambio en la licencia o autorización.

Las infracciones se tipifican en leves, graves y muy graves. Son leves el ejercicio de la actividad fuera del horario establecido o la omisión de datos o comunicaciones obligatorias a la autoridad competente.

Son graves las relacionadas con el ejercicio de la actividad sin el título habilitante adecuado, el exceso de aforo, la apertura incumpliendo la suspensión acordada por la autoridad, la carencia de medidas de seguridad obligatorias, sobrepasar el nivel de ruidos o inutilizar los aparatos limitadores de control del ruido.

Son muy graves la celebración de espectáculos o actividades recreativas o la apertura de establecimientos públicos sin el preceptivo título habilitante o excediendo de sus límites, las infracciones graves anteriores “cuando se haya generado un riesgo para la vida o la integridad física de las personas” o reabrir establecimientos públicos, locales o instalaciones afectados por sanciones de clausura o suspensión de actividad, mientras perdure la vigencia de las mismas.

También es muy grave la negativa de acceso al establecimiento a los agentes de la autoridad o funcionarios, autonómicos o locales, en el desarrollo de la función inspector, la falta de colaboración o la no presentación de documentos que no se ajusten a la realidad de la situación administrativa del establecimiento.

Las infracciones leves prescribirán en el plazo de un año, las graves en el de dos años, y las tipificadas como muy graves en el de tres años, que comienza a contar desde la fecha de la comisión del hecho que constituye la infracción, salvo en las infracciones derivadas de una actividad continuada, en cuyo caso la fecha inicial del cómputo será la de la finalización de la actividad o la del último acto en que la infracción se consume.

Las infracciones administrativas son susceptibles de la imposición de una o más sanciones, que pueden ser:

- Multa hasta 60.101€ en las muy graves, 30.050 € en las graves y 300 € en las leves, debiendo evitar que sea más rentable el pago de su importe que el beneficio que consigue con la comisión de la infracción, y

- Suspensión temporal de las licencias o autorizaciones desde seis meses y un día a dos años por infracciones muy graves, y hasta seis meses por infracciones graves.

La Ley también establece reglas de graduación de las sanciones.

Respecto de la prescripción de las sanciones, las leves prescribirán al año, las graves a los dos años y las muy graves a los cuatro años. El plazo de prescripción comenzará a contarse desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción, si bien interrumpe la prescripción la iniciación, con conocimiento del interesado, del procedimiento de ejecución, volviendo a transcurrir el plazo si aquel estuviera paralizado durante más de un mes por causa no imputable al infractor.

La incoación, instrucción y resolución de los expedientes sancionadores por infracciones leves o graves corresponde, indistintamente, a los respectivos Ayuntamientos y a los órganos competentes en materia de espectáculos públicos de la Comunidad Autónoma de Extremadura, mientras que la incoación, instrucción y resolución de los expedientes sancionadores por infracciones muy graves se le atribuye a los órganos competentes en materia de espectáculos públicos de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

- Ley 7/2016, de 21 de julio, de medidas extraordinarias contra la exclusión social. (DOE núm. 141, de 22 de julio).

La ley establece un conjunto de medidas extraordinarias destinadas a atender las necesidades básicas de personas, familias o colectivos de especial protección  y fomenta la inclusión social de las personas con necesidades crecientes de carácter social en segmentos de población especialmente vulnerable.

Son diversas las acciones y medidas entre las que se encuentran “medidas tendentes a aumentar la justicia social en el acceso a la vivienda y a paliar las consecuencias de una crisis económica con la duración y profundidad de la actual”. (art. 2.e)

El Título VI de la ley desarrolla unas medidas de acceso a las viviendas de promoción pública de la Comunidad Autónoma de Extremadura y de mediación e intermediación hipotecaria.

Reconoce en el art. 15 que, a partir de la entrada en vigor de la ley el sistema general de adjudicación de las viviendas promovidas por la Junta de Extremadura será el sistema de concurso por valoración, con independencia de la zona en que se promueva la vivienda y el número de solicitudes presentadas y admitidas, sin que puedan ser adjudicadas por sorteo; aunque, excepcionalmente, mantiene el sistema de adjudicaciones directas.

Permite participar en los procedimientos de adjudicación de viviendas de promoción pública, sin que constituya causa de exclusión, a aquellas personas que estén ocupando ilegalmente una vivienda de promoción pública si previamente, antes de 3 meses a la ocupación ilegal, hubiesen comunicado y acreditado ante el órgano competente en materia de vivienda la necesidad urgente de vivienda. En caso de resultar adjudicatario de una vivienda de promoción pública la adjudicación quedará condicionada a la devolución de la posesión de la vivienda ocupada ilegalmente a la Junta de Extremadura. 

También pueden participar quienes en algún momento anterior a la apertura del procedimiento de adjudicación hayan ocupado de manera ilegal alguna vivienda de promoción pública, y no continúen ocupándola al momento de apertura del procedimiento de adjudicación. 

El estado de necesidad será valorado junto con la situación de exclusión social y la carencia de vivienda a efectos de plazos, prerrogativas administrativas y procedimiento de adjudicación. 

También prevé en el art. 17 la minoración de renta de una vivienda de promoción pública hasta del 100% del precio del alquiler en caso de alteración significativa de ingresos, durante un período inicial de dos años, prorrogable por otros dos hasta agotar el máximo de cuatro años de minoración, “cuando el importe de la misma suponga un esfuerzo económico superior al 10 % de sus ingresos”

La ley también prevé ayudas al alquiler para familias afectadas por ejecuciones hipotecarias, articuladas en régimen de concesión directa, a fin de que les posibilite hacer frente al pago del alquiler de una vivienda en el mercado libre hasta que se resuelve la adjudicación y entrega de una vivienda de promoción pública.

O) ISLAS BALEARES

- Ley 12/20146, de 17 de agosto, de evaluación ambiental de las Illes Balears. (BOIB núm. 106, de 20 de agosto).

Sin entrar a valorar las novedades que en materia de protección ambiental establece esta Ley por ser motivo de otro de los informes de esta sesión, sí merece destacar las modificaciones que las disposiciones finales quinta, sexta y séptima introduce en la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de ordenación y uso del suelo y en la Ley 10/2010, de 27 de julio, de medidas urgentes relativas a determinadas infraestructuras y equipamientos de interés general en materia de ordenación territorial, urbanismo e impulso a la inversión.

La D. F. 7ª modifica el art. 15.5 de la Ley 2/2014 que admite la posibilidad de crear entidades urbanísticas especiales dependientes de las administraciones de base territorial, que pueden asumir o recibir de los municipios delegaciones de competencias en materia de planificación y gestión, en los casos en que actúan como administración, como también en materia de intervención en la edificación y el uso del suelo, disciplina urbanística y otros fines análogos.

Las delegaciones de competencias municipales se pueden realizar directamente en las entidades urbanísticas especiales, o también en las administraciones matriz de base territorial, que pueden desconcentrar o descentralizar su ejercicio en las entidades urbanísticas especiales dependientes.

También tienen esta consideración los consorcios urbanísticos, y corresponde a cada administración decidir si participa con otras administraciones públicas, de acuerdo con la legislación propia de organización, procedimiento y régimen jurídico.

La D. F. 5ª modifica la D. T. 4ª, que establece una regulación más detallada del procedimiento de implementación de la red de saneamiento, que ahora hacer depender de la entrada en vigor de la Ley de evaluación ambiental y no de la Ley de ordenación y uso del suelo.

Así, en los suelos urbanos de uso predominantemente residencial existentes en la fecha de entrada en vigor de la Ley de evaluación ambiental de las Illes que no dispongan de red de saneamiento y para los que no resulte procedente la categoría de asentamiento en el medio rural ni la aplicación de lo previsto en la D. A. 8ª (relativa a la exención de la implantación de la red de saneamiento), se pueden otorgar licencias de edificación de nueva planta para uso residencial, los correspondientes finales de obra, licencias de primera ocupación y cédulas de habitabilidad de acuerdo con la normativa aplicable, siempre que concurran los siguientes requisitos:

a) Que no sean edificios plurifamiliares.

b) Que dispongan de un sistema de recogida de aguas residuales homologado que garantice su tratamiento adecuado. En cumplimiento de este requisito el interesado acreditará mediante comunicación previa que indique detalladamente el sistema homologado de tratamiento ante la administración competente en recursos hídricos a fin y efecto de que controle los posibles impactos sobre el medio ambiente.

c) Que los promotores garanticen, de cualquier forma admitida en derecho, la ejecución de las obras para la conexión a la red de saneamiento, una vez que esta esté efectivamente implantada y en funcionamiento.

d) Que el ayuntamiento, mediante un acuerdo plenario, haya expresado su compromiso de dotar de alcantarillado a estas zonas urbanas que no dispongan de red de saneamiento o, en su caso, en zonas urbanas en las que esté inviable la dotación de alcantarillado, modificar el planeamiento general del municipio, de conformidad con lo indicado en la D. A. 8ª de esta ley. El acuerdo plenario será eficaz a partir de su publicación en el B.O.I.B.

e) Que la licencia se otorgue dentro de los plazos siguientes:

* En el caso de que el Ayuntamiento haya expresado el compromiso de dotar de alcantarillado a estas zonas urbanas, un plazo máximo de un año desde la aprobación de la Ley de evaluación ambiental de las Illes Balears. 

· Si en este plazo el ayuntamiento no hubiera aprobado el correspondiente proyecto de urbanización, de dotación de servicios o de obras ordinarias, la exención que permite otorgar licencias quedará automáticamente sin vigor, sin perjuicio de la interrupción de los plazos por el requerimiento de informe preceptivo y/o vinculante o autorización de otra administración.

· Si se hubiese aprobado el proyecto de urbanización, se establece un plazo añadido de dos años desde la aprobación del correspondiente proyecto, pero si en este plazo el ayuntamiento no hubiera adjudicado las obras, la exención que permite otorgar licencias también quedará automáticamente sin vigor.

· Adjudicadas las obras de urbanización, se establece otro plazo añadido de dos años desde la adjudicación de las referidas obras, pero si en este plazo el ayuntamiento correspondiente no hubiera ejecutado dichas obras, la exención que permite otorgar licencias quedará automáticamente sin vigor.

· Ejecutadas las obras, se establece un último plazo de un año desde el acta de recepción de las referidas obras, pero si en este plazo la administración responsable no ha puesto en funcionamiento el sistema de depuración, distribución y emisión de las aguas depuradas de forma adecuada, la exención también quedará automáticamente sin vigor.

* En el supuesto de que se trate de zonas urbanas en las que sea inviable la dotación de alcantarillado, para poder hacer efectiva la posibilidad de otorgar estas licencias de edificación, se establecen un plazo máximo de un año desde la aprobación de la Ley de evaluación ambiental de las Illes Balears.

·  Si durante este plazo el ayuntamiento no hubiera aprobado inicialmente la modificación del planeamiento general, la exención que permite otorgar licencias quedará automáticamente sin vigor.

· Iniciado el trámite de modificación del PGOU, se establece un plazo añadido de dos años desde la aprobación inicial de la modificación del PGOU. Si en este plazo también quedará sin vigor la exención si no se aprueba definitivamente la modificación del PGOU. El plazo máximo se interrumpe cuando se exijan informes de otras administraciones.

Aunque la exención quede sin vigor por el transcurso de los plazos establecidos, las licencias ya otorgadas podrán obtener los correspondientes finales de obra, licencias de primera ocupación y cédulas de habitabilidad.

Finalmente, la D. F. 6ª de la Ley de evaluación ambiental modifica el art. 1.3 de la Ley 10/2010, de 27 de julio, de medidas urgentes relativas a determinadas infraestructuras y equipamientos de interés general en materia de ordenación territorial, urbanismo y de impulso a la inversión, para un concreto aspecto de la ordenación del sistema general de equipamientos e infraestructuras supramunicipal de Sa Coma en la isla de Ibiza.

P) COMUNIDAD DE MADRID

- Decreto 52/2016, de 31 de mayo, del Consejo de Gobierno, por el que se crea el Parque de Viviendas de Emergencia Social y se regula el proceso de adjudicación de viviendas de la Agencia de Vivienda Social de la Comunidad de Madrid. (BOCM núm. 133, de 6 de junio y corrección de errores BOCM núm. 136, de 9 de junio). 

Las viviendas de titularidad de la Agencia de Vivienda Social, cuya adjudicación se regula en el presente Decreto, podrán integrar promociones de nueva construcción, completas o no, o bien tratarse de viviendas dispersas objeto ya de segundas o posteriores adjudicaciones. 

El régimen de adjudicación puede ser en arrendamiento, que será la adjudicación preferente, en régimen de arrendamiento con opción de compra o en régimen de compraventa. Independientemente del régimen en el que hayan sido adjudicadas, las viviendas se destinarán a domicilio habitual y permanente de la unidad familiar del adjudicatario, o cuando la vivienda haya sido adjudicada a persona jurídica sin ánimo de lucro, a residencia de las personas físicas destinatarias de la actividad propia de esta. 

El decreto permite la adjudicación a personas físicas y a personas jurídicas. En concreto, la D. A. 2ª del decreto faculta para que las viviendas sean adjudicadas o cedidas “a Administraciones Públicas u otras personas jurídicas sin ánimo de lucro, para el cumplimiento de fines de interés público o social”, que preferentemente sean entidades que participen en la ejecución de planes y programas establecidos por la Comunidad de Madrid en el marco de sus competencias y a propuesta del órgano u organismo competente por razón de la materia. La adjudicación o cesión se realizará en el régimen de uso que resulte más adecuado a los fines de interés público o social que motivan la adjudicación, tales como arrendamiento, arrendamiento con opción de compra, compraventa, cesión de uso, usufructo, precario o cualesquiera otras formas admitidas en derecho; ya a título gratuito, ya oneroso.

La adjudicación o cesión a Administraciones Públicas podrá formalizarse en convenio de colaboración.

Las viviendas adjudicadas a las personas jurídicas deben ser destinadas a residencia de personas físicas comprendidas en el ámbito de los fines institucionales propios de la entidad adjudicataria.

Los procedimientos de adjudicación de las viviendas de titularidad de la Agencia de Vivienda Social son tres:

- Procedimiento ordinario mediante baremo por especial necesidad, que es el preferente, aunque exista una reserva mínima del 5% con destino al Parque de Viviendas de Emergencia Social.

- Procedimiento excepcional por emergencia social, y

- Procedimiento de sorteo, entre las personas que reúnan los requisitos exigidos en la convocatoria. 

Estos procedimientos son desarrollados en el decreto que concreta las situaciones de especial necesidad o de emergencia social, los requisitos de acceso, el procedimiento de adjudicación y la resolución del procedimiento.

Con carácter general, las viviendas se destinarán a unidades familiares con ingresos familiares anuales máximos de 3,5 veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM). Además, cuando las viviendas se adjudiquen en régimen de venta, se adjudicarán a unidades familiares con ingresos familiares anuales máximos de 3,5 veces el IPREM y mínimos de 2 veces el IPREM.

Prevé la adecuación de la superficie de la vivienda y el número de dormitorios a la composición familiar de los interesados y los cambios de titularidad por sucesión por causa de muerte o por subrogación en los contratos de arrendamiento y arrendamiento con opción de compra. 

El Parque de Viviendas de Emergencia Social está integrado por un mínimo de 300 viviendas cuya titularidad o gestión corresponde a la Agencia de Vivienda Social de la C. de Madrid, y tiene como finalidad ofrecer alojamiento temporal de manera inmediata a personas o familias en situación de grave dificultad habitacional (desahucio, infravivienda o acontecimientos extraordinarios). En el caso de nuevas promociones destinadas a arrendamiento, es obligatorio reservar al menos el 5% de las viviendas para su integración en el referido Parque.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

En lo relativo a la jurisprudencia, siguiendo con el contenido de otros informes, he incorporado supuestos que considero interesantes desde el punto de vista doctrinal.

Así se incluyen dos sentencias del Tribunal Constitucional, una sobre la regulación de los equipamientos comerciales y otra relativa a la derogación de la denominada “ley de tres alturas” de la Comunidad Autónoma de Madrid.

Respecto de las sentencias del Tribunal Supremo, he intentado incluir aspectos diversos, como la protección del patrimonio histórico, la protección de los lugares de interés comunitario, la denegación de un instrumento de planeamiento pese a que la propuesta técnica fuera favorable, etc...

Finalmente, aunque no resulte habitual en este informe también aludo a una Sentencia de la Sala de lo Civil del TS que estima un recurso de casación y fija la doctrina de que las garantías legales de las cantidades anticipadas para adquisición de viviendas se extienden a los supuestos en que el contrato de compraventa se anule por vicio invalidante del consentimiento al haber ocultado el promotor-vendedor al comprador la existencia de vicios de la edificación de naturaleza urbanística.

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

- Sentencia 128/2016, de 7 de julio, que resuelve una recurso de inconstitucionalidad planteado por la Presidencia del Gobierno contra diversos preceptos de la Ley del Parlamento de Cataluña 3/2015, de 11 de marzo, de medidas fiscales, financieras y administrativas. (BOE núm. 192, de 10 de agosto).

El Presidente del Gobierno interpuso recurso de inconstitucionalidad contra determinados preceptos de la Ley del Parlamento de Cataluña 3/2015, de 11 de marzo, de medidas fiscales, financieras y administrativas. En concreto, en lo que atañe al orden urbanístico, fue impugnado el art. 95 de la Ley que introdujo una nueva Disposición Adicional Duodécima
 al Decreto-ley 1/2009, de 22 de diciembre, de ordenación de los equipamientos comerciales denominada ‘excepciones a los criterios de localización y ordenación del uso comercial’.

Es el fundamento jurídico 3 el que examina la adecuación del art. 95 y, por ende, de la D. A. 12ª a los criterios constitucionales y concluye que el referido artículo 95 es inconstitucional por resultar contrario a lo dispuesto en el art. 149.1.13 CE y al art. 121.1.d) EAC.

El abogado del Estado considera que este artículo 95 es inconstitucional porque impone unas restricciones a la libertad de establecimiento que no vienen motivadas “de ninguna manera ni se justifican por razones imperiosas de interés general”, y, en consecuencia, resulta contrario a la legislación básica del Estado compuesta por el art. 6 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de ordenación del comercio minorista, los arts. 5 y 10 de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio (que incorporó a nuestro Derecho la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre, relativa a los servicios en el mercado interior) y a los arts. 3 y 5 de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de garantía de la unidad de mercado; normativa toda ella que garantiza el principio de libertad de establecimiento y limita la posibilidad de sujetar a un régimen de autorización o a determinados requisitos el acceso, en general, a actividades de servicios y la apertura de establecimientos comerciales, previa “motivación o justificación, por la ley que la establezca, en «razones imperiosas de interés general»”.
La defensa de la C. A. catalana alega el respeto de la norma a la Directiva 2006/123/CE, invocando a tal efecto las competencias estatutarias relativas a comercio y ferias (art. 121 EAC), defensa de los derechos de los consumidores y usuarios (art. 123 a) EAC), competencias para la delimitación de la zona de servicios de los puertos y la determinación de los usos, equipamientos y actividades complementarias dentro del recinto de aquéllos y competencia en materia de urbanismo (art. 140.1 d) y 149.5 EAC).

En el examen de los títulos competenciales alegados el TC deslinda claramente cual debe ser la competencia correctamente invocada, que no es otra que la dispuesta en el art. 121.1 d) EAC, según el cual corresponde a la Generalitat “la clasificación y la planificación territorial de los equipamientos comerciales y la regulación de los requisitos y del régimen de instalación ... de los establecimientos”, sin perjuicio de reconocer que la condición de “exclusiva” que el art. 121.1 d) EAC atribuye a esta competencia autonómica sobre comercio no impide que incidan en su mismo ámbito material, limitándola, las que el Estado ostenta en virtud de sus propios títulos y, específicamente, la enunciada en el ya citado artículo 149.1.13 CE en orden a las bases y a la coordinación de la planificación general de la actividad económica, como ha reconocido en no pocos pronunciamientos “(por todos, STC 170/2012, de 4 de octubre, FJ 8)”.

Simultáneamente niega que el art. 95 Ley 3/2015 pueda ampararse en la competencia para la defensa de los consumidores y usuarios “a quienes en nada se refiere y para nada afecta, en tanto que destinatarios de productos ofrecidos por empresas, el precepto controvertido (por todas, STC 26/2012, de 1 de marzo, FFJJ 10 y 11)”, o en la competencia autonómica sobre puertos “porque en las competencias sobre puertos no se comprenden cualesquiera actividades, distintas de las portuarias, que puedan desarrollarse en ellos (STC 40/1998, de 19 de febrero, FJ 33)”. Tampoco considera que la redacción de este artículo pueda fundarse en la competencia autonómica en materia de urbanismo.

Delimitadas las competencias de la C. A. y del Estado, examina si las normas invocadas por el Estado son o no legislación básica. El TC aclara que todas las leyes estatales invocadas se presentan con el carácter de básicas y añade que han sido objeto de impugnación constitucional, no considera necesario efectuar un examen preliminar de la condición de básicos de los preceptos alegados puesto que “las SSTC 26/2012 y 193/2013 afirmaron en su día el carácter básico de concretas determinaciones del repetido artículo 6 de la Ley 7/1996 que no han sido objeto de ulterior modificación legal ni de las impugnaciones dichas, aunque tales modificaciones y recursos sí afecten a otros enunciados del mismo precepto. Aquellos pronunciamientos constitucionales constataron, como hemos recordado, que la exigencia de que la ley motivara suficientemente «en razones imperiosas de interés general» el régimen de autorización al que se pudiera someter la apertura de establecimientos comerciales (artículo 6.1 de la Ley 7/1996, en su anterior redacción) tenía, entre otras determinaciones legales, la condición de exigencia básica a la luz del artículo 149.1.13 CE, de modo que, no discutida ni en el presente recurso ni en otros pendientes de sentencia tal principio, en sí mismo, de motivación legal, y no modificada sustancialmente la redacción del repetido artículo 6, bastará partir de los enunciados que hoy lo reiteran, con expresiones análogas, en dicho precepto (últimos incisos de sus apartados 1 y 2) como exigencias básicas y, en cuanto tales, medida de validez de la disposición impugnada, a la que la demanda reprocha haber establecido una prohibición de implantación de ciertos formatos de establecimiento comercial sin expresar las razones imperiosas de interés general que pudieran justificar tal limitación (En el mismo sentido STC 73/2016, de 14 de abril FJ 6).

Análogo requerimiento de motivación legal establece el artículo 5 de la Ley 17/2009, considerado básico, junto a otros preceptos, por la STC 26/2012 (FJ 5) y que, no modificado ni impugnado después en cuanto a tal exigencia genérica, hemos de tomar también como referencia para enjuiciar la constitucionalidad, a efectos competenciales, de la disposición recurrida y sin que ello prejuzgue la resolución final a dictar, sobre otros extremos de la regulación legal, en los recursos de inconstitucionalidad pendientes de sentencia”.

Basándose en estos argumentos, el TC concluye que “en modo alguno puede aceptarse la prohibición o exclusión que la norma hace y en virtud de la cual deviene imposible la implantación, en los puertos públicos, de establecimientos comerciales de determinada naturaleza (grandes establecimientos comerciales y grandes establecimientos comerciales territoriales), interdicción que -una vez abierto el espacio portuario a la actividad comercial- se configura como una restricción a la libertad de establecimiento que debió haber sido objeto de justificación o motivación suficiente por el legislador con arreglo a la normativa básica que le vincula. Pero ni el preámbulo de la Ley 3/2015 dice cosa alguna en este punto, ni su artículo 95 aporta nada a los mismos efectos”. 

Entiende que debió ser el legislador quien motivara la restricción introducida en la norma porque las razones imperiosas de interés general no han de identificarse aliunde, sino exponerse en la propia norma que constriña o excepcione la libertad de establecimiento.

- Sentencia 170/2016, de 6 de octubre, que resuelve un recurso de inconstitucionalidad planteado por más de 50 diputados del Grupo Parlamentario Podemos-En Comú Podem-En Marea en el Congreso de los Diputados respecto de la disposición adicional de la Ley 4/2015, de 18 de diciembre, de modificación de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del suelo de la Comunidad de Madrid. (BOE núm. 276, de 15 de noviembre).

Se cuestiona la constitucionalidad de la ley autonómica por considerarla una ley singular, autoaplicativa, una ley de supuesto de hecho concreto, con insuficiente motivación y que incluye una solución desproporcionada. También se alega que el hecho de ser una normas meramente interpretativa, impone al poder judicial, con efecto retroactivo, una única interpretación de una ley anterior, lo que priva de efectividad a las resoluciones judiciales.

Resulta conveniente conocer los hechos que concurren en el presente supuesto.

- La Ley 3/2007, de 26 de julio, de medidas urgentes de modernización del Gobierno y Administración introdujo un apartado 8 en el art. 39 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del suelo de la Comunidad de Madrid, que establecía un límite a las alturas de los edificios (tres plantas más ático) e incorporaba una disposición transitoria que limitaba el alcance de la nueva regulación a “los planes generales y de sectorización que no hayan superado el trámite de aprobación provisional” antes de su entrada en vigor el 31 de julio de 2007.

- La D. A. 6ª de la Ley 8/2012, de 28 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas, sin efecto retroactivo introducía dos criterios acumulativos para las revisiones y modificaciones del plan general: 

a) si la modificación o revisión del plan general se hubiera declarado parcialmente nula por sentencia firme “se llevará a efecto de conformidad con la legislación vigente al tiempo de su aprobación definitiva”; y 

b) esto sólo será de aplicación “en los casos en que los ámbitos declarados nulos hayan contado con plan de sectorización o instrumento de desarrollo aprobados”, y tanto el plan de sectorización como el instrumento de desarrollo se regirán “por la normativa vigente en el momento en que fueran aprobados”.

- Posteriormente, la Ley 3/2013, de 18 de junio, de patrimonio histórico de la Comunidad de Madrid, en una D. A. 7ª incluyó una nueva redacción de la D. T. de la Ley 3/2007, de 26 de julio, incrementando la limitación del alcance de “ley de las tres alturas” al no considerarla de aplicación “al suelo que estuviera clasificado como urbano antes de la entrada en vigor de esta ley, ni a las futuras modificaciones o revisiones de planeamiento que se tramiten sobre el mismo ni tampoco a los instrumentos de planeamiento de desarrollo que afecten a dicho suelo”.

- En este contexto, tras una serie de vicisitudes judiciales mencionadas por los recurrentes, se aprueba la Ley 4/2015, de 18 de diciembre, de modificación de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del suelo de la Comunidad de Madrid, que contiene, además de la Disposición Adicional impugnada, un artículo único que dispone la derogación del art. 39.8 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del suelo de la Comunidad de Madrid (la “ley de las tres alturas”). 

En el fundamento jurídico 2, el TC considera que la derogación del art. 39.8 de la Ley 9/2001 es ajustada al orden constitucional de distribución de competencias, al reconocer que “la derogación de la limitación de alturas representa, por tanto, un cambio de modelo urbanístico auspiciado por las competencias exclusivas que tiene la Comunidad de Madrid, ex art. 26.1.4 EAM en materia de ordenación del territorio y urbanismo (SSTC 61/1997, de 20 de marzo, FJ 5; y 164/2001, de 11 de julio, FJ 4); competencia exclusiva autonómica sobre urbanismo que ha de integrarse “sistemáticamente con aquéllas otras estatales que, si bien en modo alguno podrían legitimar una regulación general del entero régimen jurídico del suelo, pueden propiciar, sin embargo, que se afecte puntualmente a la materia urbanística (establecimiento de las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio del derecho de propiedad urbana, determinados aspectos de la expropiación forzosa o de la responsabilidad administrativa)” (STC 61/1997, FJ 6.b))”, reiterando la doctrina de que “la competencia legislativa sobre urbanismo permite a las Comunidades Autónomas fijar sus propias políticas de ordenación de la ciudad, y servirse para ello de las técnicas jurídicas que consideren más adecuadas» (STC 164/2001, FJ 4); esto es, corresponde a las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de su competencia legislativa en la materia, diseñar su propia estrategia territorial y urbanística, configurando el modelo de creación de ciudad y los procesos de transformación del suelo. Y, conforme a esta doctrina, nada es reprochable a la previsión derogatoria contenida en la Ley 4/2015”.

Respecto a la Disposición Adicional impugnada, como se desprende de la exposición de motivos de la ley, no es tanto una disposición adicional propiamente dicha sino una norma aclaratoria de la D. T. de la Ley 3/2007, y, por lo tanto, “no ha de suponer una innovación de la regulación anterior”. Los recurrentes consideran que se trata de una Sin una norma innovativa que modifica la D. T. que dice “aclarar”, ampliando los ámbitos de exención de la limitación de alturas para las situaciones pendientes y en el marco de una ley, la Ley 4/2015, cuyo único objeto es derogar para el futuro la consabida limitación en aras a un nuevo modelo de desarrollo urbano. 

Entrando a su examen, la D. A. impugnada prevé que la limitación de la altura máxima, contemplada en el art. 39.8 Ley 9/2001, sólo será de aplicación a “los Planes Generales y de Sectorización que no hayan superado el trámite de Aprobación Provisional antes de la entrada en vigor de la Ley 3/2007, de 26 de julio”. Con forme a esta regla, la limitación de alturas operaría para los planes generales y de sectorización aprobados entre el 31 de julio de 2007 y el 18 de diciembre de 2015, fecha esta última de entrada en vigor de la Ley 4/2015. A continuación, establece la D. A. que la limitación, derogada por el artículo único de la Ley 4/2015, no será, en ningún caso, de aplicación a: 

1. A los planes generales y de sectorización vigentes o aprobados provisionalmente en el momento de la entrada en vigor de la citada Ley 3/2007 (31 de julio) –criterio que ya se deducía de la disposición transitoria de la Ley 3/2007 en su redacción original–, ni a su respectivo planeamiento de desarrollo tanto si se ha aprobado con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 3/2007, como con posterioridad –aspecto este que introduce la norma cuestionada–. 

Sobre este particular, el TC dice que “la disposición adicional impugnada va más allá de la norma que pretende aclarar, por cuanto extiende la no aplicación de la limitación de alturas introducida por la Ley 3/2007 no sólo al planeamiento general y de sectorización ya vigente o aprobado provisionalmente con anterioridad al 31 de julio de 2007, sino también a su planeamiento de desarrollo en todo caso, con independencia del momento de su aprobación”.

2. Al suelo clasificado como urbanizable sectorizado o como urbano, consolidado o no, antes de la entrada en vigor de la Ley 3/2007, ni tampoco a las futuras modificaciones o revisiones de planeamiento que se tramiten sobre dichos suelos o a los instrumentos de planeamiento de desarrollo que les afecten, que el T. C. también considera que proyecta la aplicación de la norma cuestionada a futuras actuaciones, al decir que “el criterio viene a coincidir, en lo sustancial, con lo previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 3/2013 de patrimonio histórico, si bien ahora se aclara que se refiere a la totalidad del suelo urbano, sea consolidado o no, y se extiende con carácter novedoso al suelo urbanizable sectorizado”.

3. A la modificación o revisión del plan general que haya sido declarado parcialmente nulo por sentencia firme antes de la entrada en vigor de la Ley 8/2012 (1 de enero de 2013), ni a sus futuras modificaciones o planes de desarrollo que pudieran aprobarse -nuevo supuesto de aplicación a actuaciones futuras-, siempre que se dé una condición: que “no resultara de aplicación la Ley 3/2007 por aplicación de la disposición adicional sexta de la Ley 8/2012, de 28 de diciembre”. Igualmente, el TC dice que “se trata de otro aspecto innovador de la disposición adicional impugnada, ya que con él se está dando efecto retroactivo a la previsión contenida en la Ley 8/2012: la exención de la limitación de alturas se aplica a todos los eventuales supuestos de modificaciones o revisiones de planes generales afectados por una declaración judicial de nulidad parcial, antes y después del 1 de enero 2013, siempre que estén aprobados el plan de sectorización o el instrumento de desarrollo, así como a sus futuras modificaciones y eventuales instrumentos de desarrollo”.

Sin embargo, el examen del TC concluye que al margen de nominalismos y de la deficiente técnica legislativa, el examen de su contenido “…revela de forma clara que no se trata, …, de una norma meramente aclaratoria de un texto legal previo (el previsto en la disposición transitoria de la Ley 3/2007), limitándose a precisar o despejar las dudas sobre cuál es el régimen jurídico aplicable a los instrumentos de planeamiento atendiendo a la fecha de su aprobación o del tipo de suelo. … constituye, atendiendo a su contenido, una nueva norma transitoria –que podemos calificar de «impropia»–, por cuanto su objetivo real no es tanto solucionar la colisión temporal de las leyes como facilitar la aplicación de la ley nueva; esto es, la implantación del nuevo modelo urbanístico que inspira a la Ley 4/2015 y su derogación de la limitación de alturas”, para concluir que “la disposición adicional recurrida tiene como finalidad someter a una serie de situaciones jurídicas iniciadas con anterioridad, pero aún pendientes, a la misma regla de derecho que con carácter general se establece a partir de la entrada en vigor de la Ley 4/2015 que deroga la limitación de alturas”, esto es, . “pretende la inaplicación de la limitación de alturas a determinadas situaciones jurídicas pendientes para facilitar la implantación del nuevo modelo urbanístico”. 

Sentado así el objeto de la controversia, el TC entra a valorar si la C. A. tiene asumidas competencias para ello y si la nueva norma tiene el carácter de ley singular.

A estos efectos, el fundamento jurídico 4 expone la doctrina del TC acerca de las dos modalidades de leyes singulares diferenciadas: las leyes autoaplicativas y las leyes singulares no autoaplicativas; considerando a las primeras como aquellas leyes que “contienen una actividad, típicamente ejecutiva, de aplicación de la norma al caso concreto” o también “aquellas que no requieren del dictado de un acto administrativo de aplicación”. Por su parte, son leyes singulares no autoaplicativas las que, a su vez, comprenden dos categorías, las de “destinatario único” o de “de estructura singular en atención a los destinatarios a los que va dirigida” y las dictadas “en atención a un supuesto de hecho concreto, esto es, a una situación singular o excepcional”. Y entiende que la actuación de los poderes públicos al dictar estas normas debe superar el principio de proporcionalidad que incluye un juicio de idoneidad, un juicio de necesidad y un juicio de proporcionalidad, en sentido estricto. 

Siguiendo esta doctrina, analiza el caso concreto y concluye la D. A. “es una nueva norma transitoria «impropia», que persigue solucionar la colisión temporal de las leyes y facilitar la implantación del nuevo modelo urbanístico que inspira a la Ley 4/2015 y su derogación de la limitación de alturas. A tales efectos, la disposición controvertida pretende regular las situaciones jurídicas iniciadas, que no consumadas, con anterioridad al nuevo régimen y que se proyectan sobre el futuro, por cuanto se aplica a actuaciones que requerirán en su momento de nuevos actos administrativos; esto es, la aprobación de nuevos instrumentos urbanísticos o de sus modificaciones o revisiones, y ello con el objeto de hacer posible el desarrollo del nuevo modelo urbanístico adoptado. Por las razones expuestas, no se puede considerar que estemos ante un supuesto de ley autoaplicativa”.

Añade que tampoco puede calificar como de destinatario único o de estructura singular en atención a los destinatarios a los que va dirigida porque “tiene por objeto, regular situaciones jurídicas iniciadas con anterioridad para favorecer la implantación del nuevo modelo urbanístico; es decir, se dirige a todo el planeamiento urbanístico, general o de desarrollo, aprobado o que se pueda aprobar, así como a sus eventuales modificaciones o revisiones. Aunque la identidad de los destinatarios pueda ser determinable de alguna forma -la totalidad de los Ayuntamientos de la Comunidad de Madrid, amén de los operadores privados-, «resulta notorio que la identidad de los destinatarios de la disposición cuestionada no ha sido tenida en cuenta como factor determinante del contenido de su regulación ni constituye en sí un dato obvio o que se aprecie con su simple lectura» (STC 231/2015, FJ 3)”.

Y respecto al hecho de que se trate de una ley singular dictada en atención a un supuesto de hecho concreto el TC manifiesta que “para descartar que se trate de una regulación ad casum y con la finalidad que los recurrentes le atribuyen, es suficiente observar que el objeto de la disposición adicional no es regular el planeamiento urbanístico general o los planes de desarrollo de uno o varios Ayuntamientos concretos, ni atender a resolver los problemas suscitados en relación con operaciones urbanísticas especialmente trascendentes. La disposición adicional en cuestión es una norma con vocación de generalidad, que tiene como pretensión someter al conjunto de los planes urbanísticos generales o de desarrollo, aprobados o que se puedan aprobar en el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid, así como a sus posibles modificaciones o revisiones, a la misma regla de Derecho que con carácter general se establece tras la entrada en vigor de la Ley 4/2015, derogatoria de la limitación de alturas”.

El TC finaliza diciendo que “la finalidad perseguida por la Ley 4/2015 y, por tanto, por la propia disposición adicional recurrida es constitucionalmente legítima, en cuanto expresión de una opción política adoptada al amparo de las competencias autonómicas. Esta disposición se inserta en el contexto normativo del nuevo régimen jurídico que se establece como consecuencia de la derogación de la regla de limitación de alturas por el artículo único de la Ley 4/2015, y se encamina a facilitar el desarrollo del nuevo modelo urbanístico, que recordemos es también asumido y defendido por los recurrentes”, y en consecuencia, la D. A. tiene naturaleza normativa, de carácter general y no puede ser calificada como ley singular.

2.- TRIBUNAL SUPREMO

- Sentencia 1006/2016, de 6 de mayo, que estima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Navarra, que estimó el recurso contencioso administrativo interpuesto contra el acuerdo de aprobación definitiva de la modificación puntual del PGOU de Pamplona. (LA LEY 44712/2016).

La sentencia de instancia estimó el recurso contencioso-administrativo y anuló el acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Pamplona por el que se rechazaba la propuesta aprobación definitiva de la modificación del Plan General para permitir simultanear el uso asistencial del Seminario de Pamplona con el uso educativo. 

La propuesta técnica resultaba favorable a la aprobación definitiva de la modificación del Plan General y, sin embargo, en el curso de debate en el Pleno de la Corporación se votó en contra de la propuesta. El TSJN considera que “no es asumible que la remisión al acta plenaria en que se documenta el debate en torno a la aprobación o no de la modificación del plan satisfaga las exigencias de la motivación que para entenderse cabal debe, cuando menos, expresar los motivos de la decisión con claridad y precisión suficiente para hacer viable el derecho de defensa del destinatario”, calificando el contenido del acta como una expresión de las opiniones de los concretos concejales que las expusieron. Al mismo tiempo, añade que aún en el caso de admitir ese método de motivación, dos razones abocan a denegar la aprobación: la innecesariedad del centro educativo que se proyecta y la incompatibilidad de los usos educativo y asistencial. Concluye que el hecho de que el hipotético centro sea o no necesario para la ciudad es un tema ajeno al control municipal, por propia de la C. A., que mostró conformidad al proyecto. Lo que se cuestiona es que no hay necesidad de un nuevo centro y, por tanto, no es demandado por el interés público “razón ésta manifiestamente insuficiente para obstar a la satisfacción del interés privado”, porque si una actividad privada es inocua para el interés público, no resulta conforme con el respecto a la iniciativa privada y al recto ejercicio de la discrecionalidad que aquélla se impida. 

Con esas argumentaciones, el TSJN anuló el acuerdo municipal y aprobó la modificación del planeamiento pretendida.

En el examen de los motivos de casación se extrae lo siguiente:

Sobre el hecho de que se haya producido infracción del ordenamiento jurídico estatal (art. 71.2 de la LJCA) y ejercicio abusivo de la jurisdicción cuando el Tribunal sustituye en su sentencia la voluntad de la Administración urbanística determinando de forma imperativa la forma en que tiene que quedar redactado un Plan anulado, pese a caber otras soluciones posibles y diferentes, lo cierto es que en el caso concreto no puede prosperar porque “…aquí concurre la peculiaridad (que no se daba en la sentencia que acabamos de mencionar) de que la Sala de instancia no ignoró el obstáculo que podía suponer el art. 71.2 LJCA, al contrario, citó expresamente este artículo en su sentencia y lo tomó en consideración a la hora de formar su juicio”, concluyendo que cabía fijar la calificación de los suelos, por “razones de coherencia” y atendiendo a la doctrina de “reducción a cero de la discrecionalidad”, cuando el planeamiento conduce a una única solución, puesto que no existían en realidad diversas opciones libremente utilizables por el órgano administrativo que decidió, sino que sólo cabía una opción única.

La cuestión del caso no es si hubo o no exceso de jurisdicción sino determinar si la Sala acertó al aplicar esta doctrina jurisprudencial.

El TS considera que al ser competencia del Pleno de la Corporación la adopción del acuerdo por mayoría absoluta, si éste deniega la aprobación de una propuesta de modificación “y, el informe/la memoria del planeamiento hubiera propuesto la aprobación, como sucedió en el asunto que nos ocupa, sí que cobra toda su virtualidad el que el Pleno, como órgano colegiado que manifiesta su voluntad en la votación que tiene lugar en la sesión plenaria ...", de tal manera que aparecen "en el debate, las razones por las que se aparta del sentido de la propuesta que contiene el expediente administrativo o de las razones para la aprobación que expresa la memoria ..."; por esta razón, entiende que el debate de la corporación sí es una motivación para la adopción del acuerdo.

Entiende que el motivo debe ser estimado porque “la referencia al contenido de dicha acta supone elemento bastante para entender suficientemente motivada la decisión del pleno que ahora se impugna, siquiera sea por remisión, permitiendo que la parte demandada conociera y pudiera oponerse a los motivos que provocaron la denegación de la aprobación de concesión del uso docente a la parcela litigiosa”, razón por la cual casa la sentencia.

También entra en el fondo del asunto y concluye que “la existencia acreditada de tal incompatibilidad (del uso docente con el uso asistencial) determina que existan razones suficientemente justificadas para sostener la adecuación a derecho de la decisión municipal de no aprobar la modificación litigiosa, dado que, ningún sentido tiene proceder a conceder a la parcela un nuevo uso dotacional, cuando tal uso deviene inviable por la aplicación de una normativa, aunque no sea propiamente urbanística, que se opone a tal previsión”.

- Sentencia 1137/2016, de 19 de mayo, que desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Cataluña, que estimó parcialmente el recurso contencioso administrativo interpuesto contra el acuerdo del Pleno de San Cugat del Vallés por el que se denegó el Programa de Actuación Urbanística y Plan Parcial de ordenación del sector Ronda Sud-Torre Negra. (LA LEY 56803/2016).

En este supuesto la sentencia de instancia estimó parcialmente el recurso contencioso-administrativo y, en consecuencia, y consideró disconformes a derecho los fundamentos jurídicos alegados por la Administración, excepción hecha del modelo urbanístico de la nueva ordenación, razón por la cual procedió a la denegación de la aprobación provisional del plan parcial de iniciativa privada, porque entendió que tenía “relevancia urbanística en el halo discrecional que corresponde a la Administración no aceptar ni hacer suya una ordenación urbanística que no da satisfacción a que la denominada masa verde penetre en el núcleo urbano en la forma que se indica y que resulta contrariada por el desarrollo urbanístico que se propone de contrario, y que se ha cuestionado como ilógica, impropia, imposible, entre otras posibilidades de contrario”.

Haciéndose eco de otra sentencia de 9 de diciembre de 2015, el fundamento jurídico primero de la STS que “el diseño o modelo de ciudad es una potestad de la Administración urbanística municipal sin que la demandante, ahora recurrente en casación, haya acreditado que tal modelo resulte ilógico, impropio o imposible, razones todas por las que, conforme al principio de unidad de doctrina y respeto del derecho a la igualdad en aplicación de la Ley…”
Respecto al hecho de que la sentencia de instancia no esté debidamente motivada por cuanto los instrumentos de planeamiento presentados para su aprobación no han programada una nueva ordenación sino que respetaban la prevista en el PGM, lo cierto es que la sala sentenciadora “explica de forma comprensible y detallada las razones por las que la denegación de la aprobación de los instrumentos de ordenación decidida por la Corporación municipal es ajustada a derecho, en cuanto que dichos instrumentos no respetan el modelo de ciudad por el que ésta ha optado, como se deduce de la lectura del fundamento jurídico noveno, apartado 11, y que, en definitiva, es la misma razón por la que se denegó la aprobación del Programa de Actuación Urbanística presentado con anterioridad, de modo que este segundo motivo de casación tampoco puede prosperar”.

Por lo tanto, quien debe decidir sobre el concreto modelo de ciudad es la administración municipal que tiene competencia en materia de planeamiento, no la iniciativa privada.

- Sentencia 1153/2016, de 23 de mayo, que desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Andalucía, que estimó el recurso contencioso administrativo interpuesto contra el acuerdo de aprobación definitiva del Plan Especial de Infraestructuras de la zona costera del término municipal de Pulpí. (LA LEY 56800/2016).

La sentencia de instancia estimó el recurso contencioso-administrativo contra a aprobación definitiva de un Plan Especial de Infraestructuras de la zona costera de Pulpí (Almería), al reconocer la existencia de una declaración de un LIC por la Comunidad Europea en la misma zona que pretendía ordenar el planeamiento en cuestión. Resulta destacable el fundamento jurídico segundo de la sentencia de instancia, que recoge la STS de 23 de mayo, por cuanto incorpora la jurisprudencia del TJUE y la concordante del TS sobre la materia. Esta sentencia declara el incumplimiento del deber de adoptar las medidas de conservación que precisen las distintas especies de fauna y flora existentes en la superficie ordenada por el plan, al ocupar dicha superficie para de una zona declarada LIC.

El fundamento quinto de la STS analiza el contenido de la Directiva 92/43/CEE, de 21 de mayo de 1992, sobre “habitats” y resume que los artículos mencionados “ordenan la formulación de una propuesta a los Estados miembros de los espacios naturales merecedores de protección a escala europea (artículo 4.1), sobre cuya base la Comisión formulará la correspondiente lista de lugares de importancia comunitaria (LIC) (artículo 4.2), la cual deberá después ser aprobada por la Comisión (artículo 4.3). Tales lugares deberán después designarse como zonas especiales de conservación (ZEC) por los Estados miembros, lo antes posible y como máximo en un plazo de seis años (artículo 4.4). A las zonas especiales de conservación le dedica después la Directiva su artículo 6, que contempla la obligación de los Estados miembros de adoptar las medidas apropiadas para evitar el deterioro de los "habitats" (artículo 6.2) y de someter a cualquier plan o proyecto que pretenda llevarse a cabo en tales lugares a una evaluación adecuada de sus repercusiones (artículo 6.3)”.
Así las cosas, considera que el defecto del planeamiento estriba en la determinación del momento en que resulta exigible la adopción de las medidas de protección de la flora y fauna silvestre ubicada en los espacios que se consideran merecedores de protección a escala europea, añadiendo que la jurisprudencia europea ha aclarado que las medidas no pueden dilatarse al momento de la declaración de los espacios que estamos considerando como ZEC, sino que la protección debe producirse incluso antes de la propia aprobación como LIC de los espacios concernidos; es decir, “el momento de la inclusión de los espacios merecedores en la lista nacional -esto es, cuando cada Estado miembro formula y remite su correspondiente lista a la Comisión- el momento determinante a los efectos que estamos considerando”.

Reconoce que “el deber de conservación surge desde esta inicial propuesta que eleva el Estado sobre los espacios idóneos para su declaración como LIC. Así lo tiene declarado de forma unánime la jurisprudencia del Tribunal de Justicia. Este régimen de protección preventiva es el que mejor se acomoda al principio de precaución en materia medioambiental y, por otro lado, es asimismo congruente con el valor jurídico asignado a las propuestas que formulan los Estados en el supuesto que nos ocupa, de acuerdo con nuestra jurisprudencia: dada su naturaleza sustantiva, entre otras consecuencias, tales propuestas son susceptibles de recurso autónomo en vía judicial, como, por ejemplo, declaramos en nuestra Sentencia de 11 de mayo de 2009, RC 2965/2007”. (LA LEY 58403/2009)”.

Respecto al hecho de la inexigibilidad de proceder a la evaluación ambiental de los planes en sí mismos considerados, por cuanto sólo estarían sujetos en su caso al procedimiento de evaluación ambiental las actuaciones ejecutadas en desarrollo y como complemento de tales planes, el TS aplica lo dispuesto en el art. 15.1 del TRLS 2008 de donde resulta claro que el sometimiento de los proyectos de obras a evaluación ambiental no excluye la de los propios planes, porque considera que “discurre entre ambas evaluaciones ambientales una línea de continuidad funcional, a partir de la coincidencia misma en lo que resulta objeto de evaluación en uno y otro caso, a la que nos venimos refiriendo de manera incesante en nuestra jurisprudencia (por todas, entre las más recientes, Sentencia de 17 de febrero de 2015, RC 1005/2013).

Por eso, pues, que deban evaluarse los proyectos con repercusiones en el medio ambiente y que así se haya podido efectuar en el caso -y es lo que a la postre intenta hacerse valer al socaire de estos motivos de casación- no excluye la necesidad de haber procedido con anterioridad a la evaluación del propio plan, ni, por supuesto, viene a subsanar el defecto de que éste hubiera podido adolecer”.

- Sentencia 1342/2016, de 8 de junio, que estima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Murcia, que desestimó el recurso contencioso administrativo interpuesto contra el acuerdo de aprobación definitiva parcial del Plan Especial de Reforma Interior del Casco Histórico de Cartagena. (LA LEY 61267/2016).

Resulta interesante esta sentencia porque delimita qué se entiende por remodelación urbana a los efectos de su compatibilidad con la protección del patrimonio histórico artístico.

El PERI del Casco Histórico de Cartagena recurrido previó la desaparición de una manzana frente a una Iglesia  con la finalidad de implantar un espacio libre, que suponía la supresión de los edificios existentes, entre ellos, uno que estaba incluido en el Catálogo del PGOU 1997, con el grado de protección P.

La sentencia reconoce que los edificios catalogados tienden a conservar su propia edificación, aunque excepcionalmente se admite, mediante grados diferentes, cierta renovación edificatoria interior, si bien sí deberían mantenerse la conformación parcelaria y la trama urbana.

Reconoce igualmente que las alineaciones examinadas resultan alteradas, circunstancia ésta que obliga a examinar si era o no posible, en aplicación de lo dispuesto en el art. 21.2 de la Ley de Patrimonio Histórico Español.

La sentencia recurrida vulneró el art. 21.3 LPHE, al considerar que la supresión de la manzana no alteraba las alineaciones y también vulneró la doctrina jurisprudencial según la cual la catalogación de los elementos protegidos ha de realizarse de acuerdo con los criterios preestablecidos en el documento de ordenación.

Además, las decisiones sobre inclusión o no de edificios concretos en el catálogo deben basarse en la comprobación de la concurrencia de las características y circunstancias señaladas en los criterios de catalogación previamente establecidos; “de manera que si un edificio merece ser catalogado en aplicación de los criterios no pueden adoptarse decisiones que comporten su demolición”. 

- Sentencia 527/2016, de 12 de septiembre, que estima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia de la Audiencia Provincial de Sevilla, dictada en apelación contra otra sentencia del Juzgado de Primera Instancia nº 3 de Sevilla. (Roj. 4052/2016).

Se interpuso demanda en la que ejercita acción de anulabilidad de contrato privado de compraventa de vivienda futura por vicio del consentimiento contra la entidad promotora y su aseguradora, por cuanto a la fecha de suscripción del contrato no se habría informado a la compradora de la existencia de procedimiento judicial pendiente que afectaba al instrumento urbanístico sobre el que se asentaba el inmueble. 

En primera instancia se estima la petición de nulidad contractual por vicio del consentimiento formulada contra la promotora, pero desestimó la pretensión de aquella contra la aseguradora, fundada en que existía licencia de primera ocupación, sustitutiva de la cédula de habitabilidad.

En apelación, la Audiencia Provincial de Sevilla confirma la resolución impugnada al considerar que “la construcción llegó a buen fin, por cuanto la vivienda se construyó en plazo y se obtuvo licencia de primera ocupación”, añadiendo que lo que determina la resolución del contrato “no es el incumplimiento del vendedor, sino una causa de anulabilidad motivada por la existencia de un litigio que puede dar lugar a la revocación de la licencia de construcción y ocupación y revertir una situación que por el momento permanece”, manifestando igualmente que tal circunstancia no estaba prevista en la Ley 57/1968, que sólo cubriría que no se iniciase o terminarse la construcción, el retraso en la entrega o la no expedición de la licencia de primera ocupación, afirmando que la Ley 57/1968 nació para combatir el fraude en la promoción y construcción de viviendas, pero que excedía por completo de su ámbito el problema de tipo urbanístico que afecta a la vivienda de la actora.

El recurso de casación interpuesto contra la sentencia de la Audiencia Provincial estima las pretensiones de la demandante, casa la sentencia y fija la doctrina de que “las garantías legales de las cantidades anticipadas para adquisición de viviendas que regula la Ley 57/1968 y disposición adicional primera de la LOE se extienden a aquellos supuestos en que el contrato de compraventa no llega a buen fin, por declararse nulo por vicio invalidante del consentimiento al haber ocultado el promotor-vendedor al comprador la existencia de vicios de la edificación de naturaleza urbanística”.

El fundamento tercero de la STS se refiere a la regulación de las garantías legales de las cantidades anticipadas para la adquisición de viviendas y considera como más relevantes para la resolución del recurso los 1, 2, 3, 4 y 7, expresamente vigentes por la Ley de Ordenación del Seguro Privado de 2 de agosto de 1984, que exigen a los promotores de vivienda libre futura el cumplimiento de una serie de condiciones en caso de entregas parciales de dinero durante la construcción, tales como, garantizar la devolución de las cantidades entregadas más 6% de interés anual, mediante contrato de seguro, para el caso de que la construcción no se inicie o no llegue a buen fin por cualquier causa en el plazo convenido y percibir las cantidades anticipadas por los adquirentes a través de una Entidad bancaria o Caja de ahorros. Igualmente, se posibilita al cesionario para optar, en caso de incumplimiento, entre la concesión de una prórroga o la rescisión del contrato con devolución de las cantidades entregadas a cuenta, incrementadas con el 6% de interés anual. Reconoce el carácter ejecutivo del aval y la irrenunciabilidad de los derechos atribuidos por la Ley al cesionario.

En el fundamento jurídico cuarto reitera jurisprudencia del propio TS que distingue dos aspectos de la obligación de entrega de la cosa: físico o material (puesta en posesión) y otro jurídico (el cumplimiento de las condiciones necesarias para que quede garantizada la posesión legal y pacífica de la cosa a favor del comprador), porque lo relevante es que la entrega o puesta a disposición del bien tenga lugar “en condiciones de ser disfrutado según su destino”, según prevé el art. 1462 Cc.; esto es, en condiciones de poder ser habitada sin impedimento legal alguno, haciendo posible su ocupación de un modo definitivo y sin obstáculos o impedimentos administrativos o urbanísticos, de tal manera que el vendedor responde no sólo de la entrega de la vivienda, sino también de efectuarla con utilidad para su destino propio, o lo que es lo mismo, con la condición de habitabilidad (STS 3 de junio de 2003).

Respecto al requisito de cédula de habitabilidad o licencia de primera ocupación, el fundamento quinto también trae a colación pronunciamientos del TS que reconocen que “la incertidumbre en que se coloca al comprador por la falta de entrega de la licencia ante el posible riesgo, incluso, de futura demolición de lo construido y adquirido, equivalen a un incumplimiento del vendedor de su obligación de entregar la vivienda en un determinado plazo -por más que en el contrato privado se le autorice a requerir al comprador para otorgar la escritura pública -una vez finalizadas las obras-, como en el presente caso-, todo lo cual impide que pueda serle exigido al comprador el cumplimiento de sus obligaciones (recepción de la obra, elevación a escritura pública y pago del resto del precio)” y en base a esa doctrina, el TS ha atribuido efectos resolutorios del contrato de compra-venta a la falta de entrega por el vendedor de la licencia de primera ocupación cuando la ausencia responde a la presumible contravención de la legalidad urbanística “pues sería privar al comprador del derecho a disfrutar de la cosa, en condiciones para ser usada con arreglo a su naturaleza”, al suponer un incumplimiento esencial del vendedor aquellos supuestos en los que las circunstancias concurrentes conducen a la imposibilidad de la concesión de la licencia de primera ocupación o cédula de habitabilidad por contravención de la legislación y/o planificación urbanística.

La STS recoge reciente jurisprudencia en la que considera a la licencia de primera ocupación o cédula de habitabilidad como “requisito que completa la entrega de la vivienda en cuanto objeto apto para el tráfico jurídico”. Por ello concluye que “la existencia de ilegalidades urbanísticas no puede considerarse como algo que escapa al ámbito de la Ley 57/1968, pues se encuentra estrechamente relacionada con la obligación del promotor-vendedor de iniciar y entregar la vivienda, cumpliendo las condiciones físicas y jurídicas para ser habitada sin miedos de futuro y sin frustración de expectativas, en lo que constituye el objeto del contrato”, sobre todo si se tiene en cuenta que el otorgamiento de la licencia de primera ocupación y de la cédula de habitabilidad permite la cancelación de las garantías constituidas para asegurar la restitución de las cantidades anticipadas por los compradores de viviendas.

Así las cosas, la Sala de lo Civil del TS reconoce la singularidad del supuesto enjuiciado que consiste en que, pese a la expedición de la licencia de primera ocupación, la sentencia del TSJ ordena la reposición de los terrenos a su estado anterior como consecuencia de la anulación del planeamiento general, con un peligro cierto y grave de que proceda a la demolición de la vivienda. Siendo evidente la ocultación del promotor al comprador de la ilegalidad urbanística, que ha supuesto a anulabilidad del contrato por vicio en el consentimiento, éste no ha llegado a buen fin, porque la entrega física de la vivienda terminada carecía de las condiciones jurídicas garantes del uso pacífico de futuro, sin miedos y sobresaltos por ilegalidades urbanísticas.

En aplicación de la D. A. 1ª la entidad aseguradora tendría que haber desplegado la diligencia necesaria para “detectar, al ser profesionales del ramo, las dificultades urbanísticas que ya existían cuando concertó el seguro”, a lo que añade que cuando el promotor-vendedor oculta al comprador la existencia de vicios de la edificación de naturaleza urbanística que determinen la ilegalidad de ésta, el comprador podrá ejercitar la anulabilidad del contrato de compra-venta con fundamento en un vicio del consentimiento de naturaleza invalidante (art. 1300 y concordantes Cc) y que tal ocultación no obsta para que el comprador solicite la resolución del contrato con fundamento en lo dispuesto en el art. 1124 Cc, “pues no podría cumplir el vendedor con la obligación esencial de entregar la vivienda conforme a lo pactado (artículo 1258 Cc), y si se trata de relación contractual de consumo habría incumplido con la obligación esencial de informar el profesional al consumidor sobre un extremo tan importante en la adquisición de vivienda, cuál es su acomodación de ésta a la normativa urbanística”.

III. DOCUMENTOS RELEVANTES

- Recursos de inconstitucionalidad.

- El Pleno del TC, por providencia de 28 de abril, admitió a trámite el recurso de inconstitucionalidad nº 2255-2016, promovido por el Presidente del Gobierno, contra los artículos 1, 4, 9.1; 11 y 12 de la Ley del Parlamento de Cataluña 14/2015, de 21 de junio, del impuesto sobre las viviendas vacías y de modificación de normas tributarias y de la Ley 3/2012. (BOE núm. 109, de 5 de mayo).

- El Pleno del TC, por providencia de 24 de mayo, admitió a trámite el recurso de inconstitucionalidad nº 2501-2016, promovido por el Presidente del Gobierno, contra los artículos 2 (apartado 2), 3, 4, 5 (apartados 1, 2, 3, 4 y 9), la disposición adicional, la disposición transitoria segunda (apartado primero y apartado segundo en lo que se refiere a la aplicación del artículo 7) y la disposición final tercera de la Ley del Parlamento de Cataluña 24/2015, de 29 de julio, de medidas urgentes para afrontar la emergencia en el ámbito de la vivienda y la pobreza energética. (BOE núm. 134, de 3 de junio).

- Cuestiones de inconstitucionalidad.

- El Pleno del TC por providencia de 5 de julio, admitió a trámite la cuestión de inconstitucionalidad nº 2554/2016, planteada por la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJ de Castilla-La Mancha, en relación con el artículo 36.2.A), párrafo segundo, del Decreto Legislativo 1/2004, de 28 de diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha. (BOE núm. 171, de 16 de julio).
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� La D. A. 12ª dispone textualmente que:


“Los pequeños y medianos establecimientos comerciales, individuales o colectivos, pueden implantarse dentro de las instalaciones de los puertos de titularidad pública, con gestión directa o indirecta, siempre y cuando estén situados en los entornos de la trama urbana consolidada del municipio, no perjudiquen el uso portuario y así se justifique mediante un informe favorable del departamento competente en materia de puertos. Estos establecimientos comerciales no pueden configurar, en ningún caso, un gran establecimiento comercial o gran establecimiento comercial territorial, sin perjuicio de los establecimientos comerciales singulares regulados por el artículo 6 b).”
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